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En esta sentencia, el Tribunal Supremo recorta las facultades de la Agencia Tibutaria y  dictamina que la 
Inspección no podrá remitir a los juzgados expedientes que ya hayan sido liquidados o sancionados.

La Inspección de Hacienda no podrá remitir al fiscal 
el expediente de delito fiscal una vez que se haya 
dictado la liquidación administrativa o impuesto la 
sanción, tras la anulación del aparado 2 del artículo 
197 bis del Reglamento de actuaciones inspectoras 

(RGAT), por el Tribunal Supremo. 
La sentencia, de 25 de septiembre de 2019, determina que 

no cuenta con habilitación legal la posibilidad que establece 
dicho apartado de que la Administración tributaria comunique al 
juez o al fiscal la existencia de indicios de delito contra la 
Hacienda Pública “en cualquier momento, con independencia 
de que se hubiera dictado liquidación administrativa o, incluso, 
impuesto sanción”.  

“El precepto resulta tan abierto que hasta encontrándose 
firme o pendiente de resolución administrativa o judicial una 
sanción tributaria se hubiera permitido iniciar actuaciones en el 
ámbito penal, si en ese momento se observaran indicios de 
delito contra la hacienda pública”, explica Esaú Alarcón, 
abogado de Gibernau Asesores, que ha dirigido la defensa 
letrada de la Asociación Española de Asesores Fiscales 
(Aedaf). 

El ponente de la sentencia, el magistrado Cudero Blas, 
dictamina que esta previsión resulta contraria a dos principios 
esenciales para los derechos del contribuyente como son la 
confianza legítima y la prohibición de la duplicidad 
sancionadora (principio jurídico ‘non bis in idem’). 

NUEVOS LÍMITES PARA REMITIR 
A LA FISCALÍA DELITOS FISCALES

XAVIER GIL PECHARROMÁN

Señala el magistrado que el artículo 197.bis “no es ya solo 
que carezca de habilitación legal suficiente, sino que se opone 
de manera radical a los preceptos legales que disciplinan la 
forma en que debe conducirse la Administración Tributaria 
cuando aprecia que un contribuyente ha podido cometer un 
delito contra la Hacienda Pública”. 

La sentencia cuenta con dos votos particulares. El primero, 
suscrito por los magistrados Nicolás Maurandi y Rafael 
Toledano, considera que el apartado que permite a la 
Administración comunicar los indicios al juez o fiscal tras la 
liquidación o la sanción sí era conforme a derecho. 

Argumentan ambos magistrados que “las reglas de 
persecución de los delitos contra la Hacienda Pública fiscal no 
deben ser nunca inferiores a las generales que rigen en los 
otros delitos públicos; lo que tiene que acarrear que el 
conocimiento de los indicios delictivos por la Administración 
tributaria en cualquier momento anterior a la prescripción del 
delito, exista o no liquidación ya aprobada, no releva a dicha 
Administración de la obligación de trasladar esos indicios al 
juez penal o al Ministerio Fiscal en los términos generales 
establecidos para cualquier delito público por la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal”. Por su parte, el segundo voto 
particular, del magistrado José Díaz Delgado, señala que la 
sentencia debió anular, además del apartado 2 del artículo 
197.bis del Reglamento, el artículo 74.1 h relativo a las multas 
penales.


